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Hora: 05: 45 p.m.
Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno JOSÉ LIBARDO HERRERA OSORIO, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el veintisiete (27) de marzo del presente año, por medio del cual se le concedió una rebaja de pena del treinta y cuatro (34%) por ciento, al aplicar por favorabilidad el contenido del artículo 351 de la Ley 906 de 2004.
1.- PROVIDENCIA 

Para resolver sobre la redosificación por la sentencia anticipada pedida por el interno, el señor Juez ejecutor de la sentencia, se fundamentó básicamente en el contenido de la sentencia T- 091/06. Fue así como tuvo en cuenta que en lo que hacía con la rebaja de pena por acogimiento al fallo antelado regulada en la Ley 600 de 2000, y la aceptación unilateral o allanamiento a los cargos consagrada en la Ley 906 de 2004, se trataba de instituciones análogas con regulaciones punitivas diversas, por tanto, era procedente conceder una disminución punitiva que no debería ser inferior a la tercera parte de la pena pero tampoco superior a la mitad.

Para la aplicación de tal descuento, de conformidad con lo plasmado en la sentencia referida, se remitió a los criterios de individualización contemplados en los artículos 60 y 61.3 del Código Penal, para lo cual dijo que en el respectivo fallo fue objeto de particular examen la gravedad de la conducta y las circunstancias de menor punibilidad previstas en el numeral 1º del artículo 55 ibídem, con lo cual la pena definitiva impuesta por el Juzgado del Conocimiento fue del orden de veinticuatro (24) meses de prisión.

De manera oficiosa, dado que dentro del proceso también había sido condenado el señor JEFFERSON RENGIFO JORDÁN, y en acatamiento a lo dispuesto en la sentencia T-091 de 2005 –sic-, a pesar de no haber sido solicitado por tal interno, procedió también a redosificar su pena.

En concreto,  partió del quantum punitivo fijado por el juzgado fallador
 y al realizar sobre la pena inicialmente fijada, un descuento del 34 % según la facultad otorgada en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, que se aplicaba por favorabilidad, dado que la rebaja correspondía a doce (12) meses y siete (7) días, concluyó que la pena definitiva que debían purgar los señores HERRERA OSORIO y RENGIFO JORDÁN sería de veintitrés (23) meses y trece (13) días de prisión. 
 2.- RECURSO 

En el escrito presentado por el interno, insiste en que se le otorgue la rebaja contemplada en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, porque el descuento que se hizo, del 34 % de la pena, es el mismo que otorgó el fallador cuando concedió una disminución de la tercera parte de la pena. En ese entendido, la rebaja está mal aplicada y faltaría un 16 % adicional. Señala que la decisión así adoptada está rayando con la ilegalidad señalada por el fallo de tutela de la Corte Constitucional. 
Solicita entonces, la aplicación del derecho a la igualdad, consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política.

3- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado, para lo cual habrá de decirse desde ahora, que en múltiples y reiteradas decisiones recientes, esta Sala ha adoptado el criterio según el cual, en virtud de las decisiones en ese sentido adoptadas por la Corte Constitucional
, sí es posible en aplicación del principio de favorabilidad reconocer un descuento punitivo mayor al que se concedió en vigencia de la Ley 600 de 2000, a quienes se acogieron a la sentencia anticipada, dado que el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 trae una rebaja de pena mayor para quienes acepten los cargos que se les formula por parte de la Fiscalía. 
En tales eventos, se ha compartido la posición de nuestro máxime intérprete constitucional, excepto en la forma como se debe proceder a realizar la readecuación punitiva, en vista de que la solución prevista por nuestro órgano de cierre en materia constitucional, implica volver sobre los análisis hechos al momento de individualizar la pena, mientras la Sala estima que la rebaja punitiva por acogimiento a la sentencia anticipada, como fenómeno postdelictual que es debe realizarse una vez superado el proceso de dosificación punitiva y fijada la pena correspondiente a aplicar, sobre la cual, se hará la deducción pertinente, siempre teniendo en mente lo expresado por la misma Corte Constitucional cuando dijo: “Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo”.

Para llegar a una tal conclusión, se ha tenido en cuenta que uno de los principales presupuestos del otorgamiento de la disminución punitiva reside en el mayor o menor desgaste del aparato judicial que se derive de la conducta asumida por el procesado. Vale la pena traer a colación lo que sobre este particular punto se mencionó en reciente decisión del 10-05-2006, Rad. 660016000035-2006-00497-01, con ponencia de quien ahora ejerce igual función, proferida en proceso adelantado dentro del sistema acusatorio Colombiano, momento en el cual se hizo la siguiente acotación:

Como se observa, lo dicho por el Tribunal en aquella ocasión, coincidencialmente casa perfectamente en su punto de partida con lo que recientemente concluyó la Corte Constitucional en la sentencia T-091/06  M.P. Jaime Córdoba Triviño, cuando expone que ese primer descuento no debe ir entre un día a la mitad, sino entre una tercera parte y la mitad, en una interpretación progresiva de la aludida figura. 

Sostenemos por tanto, salvo mejor criterio claro está, que dentro de ese preciso rango de movilidad, no deberían tener incidencia ninguno de los factores de dosificación aplicables en el instante de cuantificar la pena principal dentro de los cuartos punitivos, so pena de transgredir los principios de legalidad, de objetividad y de no doble ponderación que en este campo deben respetarse.

Para tranquilidad, observamos que una muy reciente decisión de la Sala de Casación Penal, coincide con el entendimiento adoptado por este Tribunal, en ese punto específico según el cual los criterios del artículo 61 del Código Penal no se aplican para estimar la graduación de ese “hasta la mitad”, pues a juicio de la alta Corporación, ellos se agotan en el instante de individualizar la pena que como se sabe es una operación que debe hacer el Juez antes de proceder a analizar los llamados descuentos extrapenales. Para el caso del citado descuento, juegan otros criterios diferentes. Textualmente sostiene la Corte:

…el juez debe tasarla conforme al tradicional sistema de cuartos y de la ya individualizada hacer la rebaja correspondiente, atendiendo factores tales como -a título ejemplificativo- la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia; la significativa economía en la actividad estatal de investigación; el que la ayuda que se genere con la aceptación de los cargos muestre proporción con la dificultad probatoria; el que -cuando sea del caso- se facilite descubrir otros partícipes u otros delitos conexos; el que no se dificulte investigar otras conductas o partícipes, etc, sin influir en este momento los referentes tenidos en cuenta para individualizar la sanción, pues ya agotaron su función.

En ese orden de ideas, si ya se estableció por vía jurisprudencial constitucional la viabilidad de la aplicación de los descuentos punitivos consagrados en la Ley 906 de 2004, estima este Juez Colegiado que debe considerarse para determinar su monto, el momento procesal en que la aceptación de los cargos tuvo ocurrencia, en el entendido que allí se hablaba de una cantidad fija –una tercera parte- cuando ello ocurría desde la indagatoria inclusive hasta antes de la ejecutoria de la resolución que disponía el cierre de la investigación y, de otra, cuando tal manifestación ocurría a partir de ese momento -una octava parte-. En otras palabras, el descuento debe ser mayor, por ejemplo, cuando la aceptación ocurre durante la indagatoria y menor cuando ocurre después de ésta o en la medida en que se acerque al proferimiento de la providencia que declara cerrada la investigación, sin dejar de considerar la efectiva colaboración con la justicia a la que se hizo referencia en la cita antes transcrita, como factor que también incide de gran manera en el descuento a otorgar.

3.1. El Caso Concreto. 

De entrada debe decir la Sala que mirada con detenimiento la redosificación punitiva realizada por el señor Juez de primer grado en el presente evento, ella aparece como inconveniente y casi insignificante, en especial, ante el hecho de no haberse explicado la razón por la cual sólo se otorgó un descuento mínimo (menos del 1%).

Como de manera oficiosa, se procedió a redosificar la pena del otro interno, quien no la solicitó pero tampoco apeló la decisión, debe la Sala en este momento, entrar a estudiar la situación conjunta de los señores JOSÉ LIBARDO HERRERA OSORIO y JEFERSON RENGIFO JORDÁN, en aras de garantizar un efectivo derecho de igualdad. 

Un análisis de la condiciones de los mencionados señores,  refleja que a los tres procesados –existía un tercero de nombre JHON JAIRO HERRERA CARDONA, quien no se acogió a la sentencia anticipada y por ende, se decretó la ruptura de la unidad procesal- se les resolvió su situación jurídica el ocho (08) de noviembre de dos mil cuatro (2004), luego el veintiséis (26) de noviembre siguiente, la Fiscalía instructora les concedió la libertad al verificar que se había presentado la indemnización de perjuicios a los ofendidos. Con posterioridad, el día diecisiete (17) de febrero de dos mil cinco (2005) se realizó la diligencia de aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada con quienes a la postre resultaron condenados.
A simple vista se aprecia que la actitud procesal de aceptación de cargos por parte de los sentenciados se concretizó mucho después de habérseles resuelto la situación jurídica (más de 3 meses), aunque de todas maneras, estuvo encaminada a evitar un mayor desgaste del aparato judicial. Por tanto, en aplicación del criterio antes anunciado, dado que la petición de sentencia anticipada no se verificó en la indagatoria o antes de resolverse la situación jurídica, sino, con posterioridad a tal decisión, tiempo durante el cual se practicaron varias pruebas por parte de la Fiscalía instructora, estima consecuente esta Sala conceder un descuento del treinta y siete (37%) de la pena tasada (lo que equivale no al 1% adicional que estimó el a quo sino casi el 4%). Así, al ser la sanción originalmente señalada para ambos procesados en 36 meses de prisión, al aplicar la disminución punitiva concedida (13.32 meses), se tiene que la pena que deben purgar los señores HERRERA OSORIO y RENGIFO JORDÁN es de veintidós punto sesenta y ocho (22.68) meses, equivalente a veintidós (22) meses y veinte (20) días de prisión. Así se consignará en la parte resolutiva de esta decisión.
5.- DECISIÓN.  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, MODIFICA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, que fuera apelado y, en consecuencia, se le reconoce a los señores JOSE LIBARDO HERRERA OSORIO y JEFFERSON RENGIFO JORDÁN un descuento punitivo del treinta y ocho (37%) por el acogimiento a la sentencia anticipada de conformidad con el contenido del artículo 351 de la Ley 906 de 2005, el cual se aplica en virtud de principio de favorabilidad. Por lo tanto, la pena que deberán purgar los sentenciados será de veintidós (22) meses y veinte (20) días de prisión. 
COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

ALBERTO POVEDA PERDOMO

Magistrado





Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Magistrado





Secretaria 
� Sentencia del 15-06-2005, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira.


� Cfr. Sentencias T-1211 del 24-11- 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y T-091 del 10-02-2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.  


� C.S.J., Sala de Casación Penal, Sentencia de Tutela de Primera Instancia de fecha 04 de abril de 2006, M.P. Alfredo Gómez Quintero, Radicación 24.868.
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